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RESUMEN 

El «Diputado del Común» fue una figura 
política del Antiguo Régimen, cuya 
misión fundamental consistió en tratar y 
conferir todos aquellos asuntos 
relacionados con los abastos de las 
poblaciones. Sin embargo, aquel antiguo 
oficio concejil poco o nada tiene que ver 
con la institución surgida del Estatuto de 
Autonomía Canario, que es en sí misma 
una réplica a nivel autonómico del 
«Defensor del Pueblo» instaurado en el 
artículo 54 de la Constitución española. 
Bajo esta perspectiva, nuestro estudio ha 
pretendido examinar con densidad 
momográfica la configuración del 
Diputado del Común en cuanto 
Comisionado del Parlamento Canario, 
encargado de defender los derechos de 
los ciudadanos frente a las actividades 
de la Administración de la Comunidad 
Autónoma Canaria. 

ABSTRACT 

The configuration of the statutes 
of the Ombudsman 

The «Diputado del Común» was a 
political charge of the preceding 
Government which main duty was to 
award every subject about 
populations' supplies. However, 
that old council 's work was really 
different to the present institution, 
which belongs to the Canarian 
Autonomy Statute, and has the same 
duty than the «Defensor del 
Pueblo», it is established in the 
article number 54 of the Spanish 
Constitution. 
From this point of view, our project 
has tried to study deeply the 
«Diputado del Común» shape about 
the Commissioner of the Canarian 
Parliament; which duty was to 
defend people 's rights, opposite the 
Canarian Administration. 
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CONSIDERACIONES 
PREVIAS 

a denominación «Dipu­
tado del Común» entronca 
directamente con una fi­
gura política tradicional 
del Antiguo Régimen, y 

que disfrutó de vigencia en Es­
paña. Su misión fundamental 
consistió en tratar y conferir todos 
aquellos asuntos relacionados 
con los abastos de las pobla­
ciones. Para ello, se le conce­
día voto, entrada y asistencia 
en el Ayuntamiento; todo con 
el objeto de procurar el benefi­
cio común. 

Sin embargo, las transfor­
maciones - inevitables- que han 
sufrido las estructuras socio­
políticas y jurídica del Estado 
desde entonces, no nos permiten 
en modo alguno extrapolar o ex­
portar aquellas figuras de épo­
cas pasadas a la sociedad actual, 
por lo que cabe considerar que 
poco o nada tiene que ver aquel 
antiguo oficio concejil con la actual 
institución surgida del Estatuto 
de Autonomía Canario. 

Bajo esta perspectiva, se sus­
citan inevitablemente numero­
sos planteamientos: ¿cuál es el 
origen de la actual institución?, 
¿existen en realidad vínculos o 
lazos de conexión entre el Di­
putado del Común surgido del 
Estatuto de Autonomía Cana­
rio y las instituciones jurídico­
políticas de tiempos pretéritos?, 
¿Por qué surge el Diputado del 
Común actual? 

El presente estudio ha pre­
tendido responder a éstos y otros 
interrogantes planteados con 
objeto de mostrar, desde un po­
sicionamiento descriptivo y ana­

tables reseñas históricas-, una 
institución capital en el orde­
namiento jurídico canario, que 
por su amplia repercusión y hondo 
calado social, suscita, a nues­
tro juicio, un enorme interés. 

ORÍGENES Y 
EVOLUCIÓN 
IDSTÓRICA DE LOS 
REPRESENTANTES 
DEL COMÚN 

ras la incorporación en 
1483 de Gran Canaria a 
la Corona de Castilla, los 
Reyes Católicos determi­
naron otorgar una Real 

Cédula, con fecha de 20 de Di­
ciembre de 1494, para «la buena 
gobernación» de la isla. Será en 
esta Real Cédula donde ya apa­
recen diseñados unos peculia­
res oficios, ideados con el ob­
jeto de promover el beneficio 
del común: los Procuradores del 
Común y el Síndico Personero. 

Así, de una parte, el Personero 
debía velar por que se procura­
ra el bien común y se respeta-

lítico - y sin olvidar las inevi- Rea/Cédulade20dediciembrede 1494. 

ran las ordenanzas, debiendo 
denunciar todas aquellas ano­
malías o contravenciones que 
se produjeran en el seno del 
municipio. De otra parte, los 
Procuradores del Común -los 
únicos oficios de representación 
vecinal ( JL debían de igual modo 
vigilar que las ordenanzas fue­
ran debidamente cumplidas, así 
como todos aquellos asuntos 
relacionados con las pesas y 
medidas, la limpieza de calles, 
carnicerías y pescaderías, etc. 

No obstante, los Procurado­
res del Común desaparecieron 
pronto de la vida local gran ca­
naria. La destrucción que su­
frió en 1842 el archivo munici­
pal no nos permite determinar 
con exactitud la fecha, pero todo 
parece indicar que debió pro­
ducirse relativamente pronto. 

El oficio representativo de 
los vecinos en las islas de Te­
nerife y La Palma fue la del 
Síndico Personero; aunque en 
la isla de La Palma, al igual 
que ocurriera en Gran Canaria 
con los Procuradores del Co­
mún, desaparece en fechas tem­
pranas de la vida local, no 
restableciéndose hasta las re­
forma de Carlos III. 
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En 1842 se produjo un lamentable suceso que tuvo gran trascendencia para la 
ciudad de Las Palmas de Gran Canaria: el incendio del antiguo edificio sede del 
Ayuntamiento y de la Audiencia. 

En donde sí se mantendrá la 
figura del Síndico Personero será 
en la isla de Tenerife, cuyo sis­
tema de elección fue motivo de 
constantes disputas entre los ve­
cinos y las oligarquías locales. 
Los primeros, reclamando un sis­
tema de elección que les permi­
tiera participar en la designación 
de «SU representante» en el Ca­
bildo; y los segundos, intentan­
do implantar un sistema de elec­
ción que asegurara que dicho oficio 
concejil recayese en un «patri­
cio» integrado en la curia local 
o, en cualquier caso, en alguna 
persona «afín» a sus intereses. 

La desigual batalla librada 
entre ambos estamentos, per­
mite que la elección corra a cargo 
de los vecinos durante los si ­
glos XVI y XVIT. Pero a co­
mienzos del siglo XVIIT los 
Regidores logran hacerse con 
el control de su nombramiento. 

Los vecinos habrán de es­
perar a la promulgación del Auto 
acordado de 5 de Mayo de 1766, 
en el que se establecen como 
cargos representa ti vos de los 
mismos al Diputado del Común 
y al Síndico Personero, para ganar 
definitivamente la pugna man-

tenida con la oligarquía muni­
cipal en su aspiración legítima 
a hacer prevalecer su derecho a 
la participación en la elección 
de los representantes del común. 

Las restantes islas del archi­
piélago, aunque vinculadas a la 
Corona de Castilla como con­
secuencia del reconocimiento 
efectuado en 1402 por Jean de 
Betbencourt ante el rey Enri­
que III, estaban sometidas a la 
directa dominación de los «Seño­
res». Dichas islas se regían por 
un Concejo abierto, del que for­
maban parte los vecinos y mora­
dores; y de un Cabildo, formado 
por un Alcalde, que lo presidía; 
y de cierto número de Regidores; 
un Alguacil; y Jurados . 

De todo ello, podemos de­
ducir que las islas de Señorío 
no disponían de un represen­
tante del común, sencillamente 
porque no lo necesitaban, toda 
vez que la adopción del siste­
ma de Concejo abierto propi­
ciaba la intervención directa de 
los propios vecinos en defensa 
de sus intereses. 

Las reformas introducidas bajo 
el reinado de Carlos III en la 

segunda mitad del siglo XVIII, 
van a proporcionar una serie de 
cambios de notable importan­
cia en el entramado municipal. 

Las referidas reformas, plas­
madas a través del Auto acor­
dado de 5 de Mayo de 1766 y 
la Instrucción de 26 de Junio 
del mismo año <2>, vendrán a 
significar un nuevo impulso para 
estos oficios concejiles en una 
doble vertiente: de una parte, 
adquieren definitivamente el 
carácter de representativos al 
recaer en manos de los vecinos 
la designación de los mismos; 
y, de otra, se potencian sus fun­
ciones como consecuencia de 
una mayor acaparación de com­
petencias. 

El siglo XIX significó el 
desmantelamiento del Antiguo 
Régimen y la irrupción de una 
forma jurídica e institucional 
de entender la organización po­
lítica de la sociedad: el Estado 
liberal. La instauración del nuevo 
modelo supuso la abolición de 
un régimen estamental basado en 
un sistema de privilegios y des­
igualdades en favor de los «Se­
ñores» y la «Iglesia», poseedo­
res de un estatuto jurídico su­
perior al «estamento llano». 

El nuevo Estado proclama­
rá un esquema diferente de so­
ciedad basado en la elimina­
ción de los privilegios y en la 
predicación de la igualdad ju­
rídica de todos los hombres. Sin 
embargo, el municipio decimo­
nónico español estuvo sumido 
en un constante confusionismo 
como consecuencia de los con­
tinuos movimientos pendulares 
de sus Constituciones, lo que 
se tradujo en una sucesión in­
terminable de reformas y con­
trarreformas, reflejo de la rea­
lidad socio-política que atrave­
saba el país. 
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Canarias, por su parte, tra­
tará de adaptarse a la reali­
dad coyuntural que impone 
el nuevo modelo de Estado: 
se incorporan las islas de Se­
ñorío a la Corona española, 
desaparecen los antiguos Ca­
bildos (3), y se abren paso los 
nuevos Ayuntamientos y Di­
putaciones Provinciales, que 
se suman a las diferentes alterna­
tivas jurídico-políticas que sufre 
el régimen local en el resto de 
la península, aunque con los 
«tradicionales» retrasos pro­
pios de la distancia. 

¿Cuál fue la nueva situa­
ción de los representantes del 
común en los Ayuntamientos? 
La abolición de los señoríos, la 
declaración de igualdad de los 
ciudadanos, así como el carác­
ter electivo de los oficios mu­
nicipales fueron ensombreciendo 
y restando importancia a la la­
bor efectuada por estos repre­
sentantes. 

Los Diputados del Común 
desaparecen prontamente de la 
escena municipal, y sus com­
petencias serán asumidas por 
un «Procurador Síndico», su­
jeto a diversos cambios le­
gislativos como consecuen­
cia de los interminables vai­
venes políticos de la centu­
ria (distintos sistemas de de­
signación, ampliación o re­
cortes de sus funciones , etc.). 
Todo ello acabó por situar a 
estos oficios en un segundo 
plano de la vida político-lo­
cal, alejados en cualquier caso 
del protagonismo alcanzado 
en épocas pasadas. 

El inicio del presente si­
glo presenta un situación de 
gran desbarajuste socio-polí­
tico marcado principalmente 
por las constantes crisis gu­
bernamentales, producto de 

Portada del fuero Juzgo. 

las fuertes tensiones que con­
vulsionan al país y que conclu­
yen en una guerra civil. 

Tras la contienda, y con la 
victoria de los militares suble­
vados, se instaura en España el 
régimen franquista (1939-1975). 
Con la configuración jurídica 
del municipio característico de 
la Dictadura, desaparece defi­
nitivamente la figura del Pro­
curador Síndico. 

Portada de la Novísima Recopilación. 

La fórmula de represen­
tación de los ayuntamientos 
franquistas se cimentará en 
base a un nuevo modelo: la 
representación corporativa. Fa­
milias, organizaciones sindi­
cales, colegios profesionales, 
corporaciones e instituciones 
del mismo municipio serán 
las distintas instancias que se 
encaramen en los oficios mu­
nicipales de los nuevos ayun­
tamientos. 

Tras el fallecimiento del Dic­
tador el país transiciona, no 
sin enormes dificultades, ha-
cia la senda democrática. Sin 

embargo, la incuestionable acti­
tud de la Corona, por un lado, 
identificada desde un primer mo­
mento bajo una línea liberal; y 
la visión aperturista del Presi­
dente Suárez, de otro lado, no 
hicieron más que sentar las ba­
ses necesarias para que la transi­
ción se hiciera realidad. Muestra 
de ello fue la aprobación de la 
Ley de Reforma Política, que acabó 
por confirmar la ruptura con el 
régimen anterior, y mostró el 

encauzamiento irreversible del 
país hacia la democracia. 

El advenimiento de la Cons­
titución de 1978 supuso la in­
troducción de una institución 
inédita en el ordenamiento ju­
rídico español: el Defensor del 
Pueblo. La nueva figura, ins­
pirada directamente en la ins­
titución sueca del «Ombuds­
man» (4l , se incorpora al texto 
constitucional como un alto co­
misionado de las Cortes Ge­
nerales, con la misión de pro­
teger los derechos y liberta­
des de los ciudadanos frente a 
la Administración, a cuyo efecto 
se le otorga el poder de super­
visar las actividades de la misma. 

Sin embargo, y aunque el 
precepto constitucional no pre-
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Sede del Diputado del Común en Gran Canaria. 

vió en ningún momento la exis­
tencia de «Defensores» en el 
ámbito autonómico, algunos 
Estatutos de Autonomía vinie­
ron a introducir -con idéntico 
espíritu- figuras similares en 
sus respectivas regiones. 

Dentro de esta línea se sitúa 
el Estatuto de Autonomía Ca­
nario, al acoger en su artículo 
13 la institución del «Diputado 
del Común», con la misión de 
velar por la defensa de los dere­
chos fundamentales y las liber­
tades públicas de los ciudadanos 
y la supervisión de las activida­
des de la Administración de la 
Comunidad Autónoma Canaria. 

En razón de lo expuesto, el 
Diputado del Común, surgido 
del Estatuto de Autonomía para 
Canarias, entronca directamente 
con la figura del Defensor del 
Pueblo, configurándose como 
una institución capital en el or­
denamiento autonómico cana­
rio, desligado en cualquier caso 
de aquellas vjejas figuras loca­
les, con las que poco o nada 
tiene que ver; y orientado, como 
Comisionado del Parlamento 
Canario, a la protección de los 
derechos de los ciudadanos fren-

te a las actividades de la Ad­
ministración de la Comunidad 
Autónoma de Canarias. 

EL ARTÍCULO 13 
DEL ESTATUTO DE 
AUTONOMÍA DE 
CANARIAS 

1 artículo 13 del Estatu­
to de Autonomía regula 
la declaración y conte­
nido básico de la insti-
tución del Diputado del 

Común. Bajo esa perspectiva 
señala que: «El Parlamento po­
drá nombrar un "Diputado del 
Común" para la defensa de los 
derechos fundamentales y las li­
bertades públicas de los ciuda­
danos y supervisará las activida­
des de la Administración de la 
Comunidad Autónoma, de acuer­
do con lo establecido en la Ley 
Orgánica del Defensor del Pueblo. 
Una Ley del Parlamento de Ca­
narias establecerá su organiza­
ción y funcionamiento». 

Al amparo del texto men­
cionado, resulta necesario efec-

tuar las siguientes considera­
ciones: 

- En primer lugar, podemos afir­
mar, aunque pudiera pare­
cer de perogrullo, que el Di ­
putado del Común es un ór­
gano estatutario, porque así 
lo recoge expresamente el 
Estatuto de Autonomía ca­
nario, si bien cabe señalar 
que es un órgano «no esen­
cial», al menos en el normal 
funcionamiento de los tres 
poderes clásicos del Estado: 
ejecutivo, legislativo y ju­
dicial. 

- En segundo lugar, el Dipu­
tado del Común surge como 
un órgano auxiliar del Par­
lamento canario (aparece con­
ceptuado como un alto Co­
misionado del mismo), si bien 
es funcionalmente indepen­
diente de éste. 

- Finalmente, es necesario des­
tacar que la institución del 
Diputado del Común nace con 
el objeto de velar por la de­
fensa de los derechos y li­
bertades públicas de los ciu­
dadanos, y desupervisar las 
actividades de la Adminis­
tración de la Comunidad 
Autónoma. 

A la luz de la redacción dada 
por el citado precepto, pudiera 
parecer que las funciones del 
Diputado del Común se estruc­
turaran en una doble vertiente: 
de un lado, la defensa de los 
derechos y libertades públicas 
de los ciudadanos; y de otro, la 
supervisión de la actividad de 
la Administración de la Comu­
nidad Autónoma. 

Sin embargo, esta falta de 
claridad conceptual quedó re­
suelta de manera satisfactoria 
por el Legislador canario con 
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la entrada en vigor de la Ley 1/ 
1985, de 12 de Febrero, del Di­
putado del Común. Efectivamen­
te, el artículo 1.1 de la Ley men­
cionada vino a disipar la dudas 
existentes sobre la cuestión hasta 
ese preciso momento, delimi­
tando de manera más precisa la 
función del Diputado del Co­
mún. Así, el citado precepto ha 
venido a señalar que: «El Dipu­
tado del Común es el Alto Co­
misionado del Parlamento de 
Canarias, designado por éste para 
la defensa de los derechos fun­
damentales y libertades públicas 
reconocidos en la Constitución, Sede del Cabildo de Gran Canaria. 

a cuyo efecto podrá supervisar 
la actividad de la Administra-
ción Autónoma y Local, cuan­
do ejercite competencias de la 
Comunidad Autónoma, dando 
cuenta al Parlamento». 

De este modo, la fiscaliza­
ción de la Administración por 
parte del Diputado del Común 
se colige en un instrumento o 
medio necesario para llevar a 
cabo la defensa de los derechos 
y libertades de los ciudadanos. 

LA LEY 1/1985 DE 
12 DE FEBRERO, 
DEL DIPUTADO 
DEL COMÚN 

a Ley 111985, del Dipu­
tado del Común, en cum­
plimiento de la previsión 
estatutaria contenida en 
el artículo l3 del Esta­

tuto de Autonomía, ha venido 
a desarrollar la institución del 
Diputado del Común. 

Pasemos a analizar su con­
tenido, obviando abordar cier­
tos aspectos, como son los me­
dios personales y materiales, que 

no centran el interés primor­
dial del presente artículo. Con­
secuentemente, focalizaremos 
el estudio sistemático de la ci­
tada Ley en torno a lo siguientes 
apartados: 

a) Estatuto personal. 
b) Ámbito de competencias. 
e) Procedimiento de actuación. 
d) Resoluciones e informes. 

a) En lo que respecta al es­
tatuto personal, ya decíamos 
anteriormente que el Diputado 
del Común es un órgano auxi­
liar de l Parlamento, si bien 
funcional mente independiente. 

La cuestión en realidad no 
suscita mayores complicaciones: 
ciertamente, podemos afirmar 
que el Diputado del Común de­
pende orgánicamente del Par­
lamento, porque es en éste úl­
timo en quien recae la potestad 
de nombrarlo, cesarlo, así como 
de exigirle la presentación de 
sus informes anuales. 

Sin embargo, en el desem­
peño de u cometido, el Dipu­
tado del Común no actúa en 
modo a lguno como mandatario 
del Parlamento, sino que es in-

dependiente funcionalmente de 
éste. Así, esa independencia fun­
cional, de sobradajustificación 
como única forma válida de pre­
servar dicho órgano de una po­
sible mediatización, encuentra 
su apoyo legal en la propia Ley, 
que pretende dotar de signifi­
cativos y cualitativos elemen­
tos a esta institución con el ob­
jeto de poder encauzar de ma­
nera eficiente su cometido. 

A la luz de lo expuesto, pa­
saremos a considerar las siguien­
tes notas características que nos 
han de servir para fundamentar 
la pretendida independencia del 
Diputado del Común: 

- Independencia de actuación, 
por cuanto el Diputado del Co­
mún no está sujeto a mandato 
imperativo alguno, ni recibe ins­
trucciones de ninguna Autori­
dad, desempeñando en todo 
momento sus funciones con plena 
autonomía. Autonomía que se 
pone de manifiesto en su «mo­
dus operandi»: valorando libre­
mente la admisión o rechazo 
de las quejas, iniciando actua­
ciones «ex-officio», conduciendo 
las investigaciones que consi­
dere oportunas, etc. 
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- Inviolabilidad, esto es, el 
Diputado del Común no puede 
ser detenido, expedientado, mul­
tado, perseguido o juzgado en 
razón de las opiniones que for­
mule o de los actos que realice 
en el ejercicio de las compe­
tencias propias de su cargo, ni 
aún después de cesar en éste. 

Además, mientras permanezca 
en el ejercicio del cargo, sólo 
podrá ser detenido o retenido 
en caso de flagrante delito, co­
rrespondiendo en todo caso la 
decisión sobre su inculpación, 
prisión, procesamiento y juicio 
exclusivamente al Tribunal Su­
perior de Justicia de Canarias. 
Como excepción, si el delito 
ha sido cometido fuera del te­
rritorio de Canarias, la respon­
sabilidad penal será exigible, 
en los mismo términos ante la 
SaJa de lo Penal del Tribunal 
Supremo. 

- Asimismo, y en estrecha 
conexión con las dos notas an­
teriormente mencionadas, la 
condición de Diputado Del Co­
mún es incompatible con cual­
quier mandato representativo; 
con cargo político o actividad 
de propaganda política; con la 
permanencia en el servicio ac­
tivo de cualquier Administra­
ción Pública, afiliación a parti­
do político o sindicato, asocia­
ción o fundación y con el em­
pleo al servicio de los mismos; 
con el ejercicio de las carrera 
judicial y fiscal, y con cual­
quier actividad profesional , li­
beral , mercantil o laboral. 

-Por último, el legislador 
canario ha pretendido mante­
ner «formalmente» la indepen­
dencia del Diputado del Común 
con respecto al Parlamento, al 
establecer la duración de su 
mandato en cinco años. De este 
modo, se evita intencionadamente 

la coincidencia de mandatos entre 
el Parlamento Canario (cuya 
duración en condiciones nor­
males es de cuatro años) y el 
Diputado del Común. Todo ello, 
en definitiva, nos permite con­
siderar que el Parlamento no 
elige su Diputado del Común, 
sino al Diputado del Común. 

b) En cuanto a sus compe­
tencias, el artículo 13 del Esta­
tuto Canario ha venido a seña­
lar que el ámbito material de 
supervisión del Diputado del 
Común se circunscribe a la Ad­
ministración de la Comunidad 
Autónoma. 

Pudiera parecer, a la luz de 
lo dispuesto en la citada redac­
ción, que el «campo supervi ­
sor» del Diputado del Común 
abarque no sólo la actividad de 
la Comunidad Autónoma pro­
piamente, sino que ésta se pue­
de extender sin limitación al­
guna a la actividad de las Ad­
ministraciones Locales. 

Sin embargo, el artículo l. l. 
de la Ley 1/1985 ha despejado 
las dudas planteadas al respec­
to, señalando expresamente el 
ámbito de actuación del Dipu­
tado del Común. Así, el citado 
precepto establece que «el Di­
putado del Común podrá super­
visar la actividad de la Admi­
nistración Autonómica y Local, 
cuando ejercite competencias de 
la Comunidad Autónoma». 

Por otro lado, las quejas re­
cibidas en la Oficina del Dipu­
tado del Común, relativas al fun­
cionamiento de la Administra­
ción de Justicia de Canarias , 
son directamente enviadas al Mi­
nisterio Fiscal o al Consejo Ge­
neral del Poder Judicial , en su 
caso, sin perjuicio de hacer re­
ferencia expresa de las mismas 
en su informe anual. 

e) El «modus operandi» del 
Diputado del Común se incardina 
en el procedimiento-tipo de los 
Ombudsmen: informalidad y 
sumariedad; características pro­
cedimentales «sui géneris», que 
permiten dotar a su actuación 
de una mayor efectividad, le­
jos en todo momento de proce­
dimientos lentos y farragosos. 

La actuación del Diputado 
del Común, al igual que la ma­
yoría de los Ombudsmen, pue­
de producirse «de oficio» o «a 
instancia de parte». 

La Ley 1/1985 ha estableci­
do una amplísima fórmula de 
acceso al Diputado del Común, 
permitiendo que puedan presen­
tar quejas cualquier persona na­
tural (física) o jurídica, sin res­
tricción alguna, simplemente con 
que invoque un interés legítimo. 

Dicha amplitud posibilita que 
no baya impedimento alguno en 
razón de la nacionalidad, resi­
dencia o vecindad administra­
tiva, sexo, minoría de edad, in­
capacidad legal del sujeto, el 
internamiento en un centro pe­
nitenciario o de reclusión o, en 
general, cualquier relación es­
pecial de sujección o dependencia 
de una Administración o Poder 
Público. 

También pueden solicitar la 
intervención del Diputado del 
Común, mediante escrito moti­
vado, los Diputados del Parla­
mento Canario, la Comisión de 
Peticiones o la de Justicia e Inte­
rior. Como excepción, no pue­
den presentar quejas aquellas 
autoridades administrativas en 
asuntos que sean de su propia 
competencia. 

La queja deberá presentarse 
por escrito, debidamente razo­
nada, con indicación del nom-
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bre y apellidos, y la firma 
del reclamante o de su re­
presentante legal. 

El plazo de presentación 
de la queja es de un año 
(plazo que considerarnos más 
que suficiente), contado a 
partir del momento en que 
tuviera conocimiento de los 
hechos objeto de la misma. 
No obstante, este plazo puede 
ser salvado «in extremis», 
bien a través de la presen­
tación de la queja por par­
te del ciudadano a un Di­
putado o a una de las Co­
misiones Parlamentarias 
anteriormente mencionadas, 
o bien a través del propio 
Diputado del Común que 
«puede hacer suya» la mis­
ma, actuando de oficio. 

Por lo demás, la queja 
presentada en la Oficina del 
Diputado del Común no ne­
cesita del asesoramiento de Abo­
gado ni Procurador, y su trami­
tación es gratuita. Una vez que 
la queja ha sido presentada, el 
Diputado del Común deberá 
estimar si procede su admisión 
o su rechazo. 

La Ley l/1985 establece como 
causas de inadrnisión la presen­
tación de quejas sobre las que 
esté pendiente resolución judi­
cial, así como las quejas anó­
nimas o que no contienen los 
datos identificativos del recla­
mante (datos personales y do­
micilio), aquellas en las que se 
advierta mala fé , carencia de 
fundamento o inexistencia de 
pretensión, o la presentación de 
la queja fuera de plazo. En cual­
quier caso, el rechazo de la queja 
ha de ser motivado y no es sus­
ceptible de recurso. 

Si por el contrario la queja es 
aceptada, el Diputado del Co-

INFORME AL PARLAMENTO 

1992 

Tanto los informes anuales como los 
extraordinarios son publicados en el 
Boletín Oficial del Parlamento de 
Canarias. 

mún pondrá en marcha una serie 
de actuaciones dirigidas al es­
clarecimiento del hecho que motivó 
la reclamación, para lo cual re­
cabará del funcionario, Adminis­
tración, o dependencia adminis­
trativa en su caso, la remisión de 
un informe que permita compro­
bar la veracidad de los hechos. 

En este sentido, la negativa 
o negligencia del funcionario a 
remitir los informes solicitados 
(excepción hecha de aquellos 
documentos clasificados como 
«secretos», de acuerdo con la 
Ley), podrá ser considerado por 
el Diputado del Común como 
obstruccionista y entorpecedora 
de sus funciones , haciéndola pú­
blica de inmediato y destacan­
do tal calificación en su infor­
me anual o especial, en su caso, 
al Parlamento de Canarias. 

Pudiera ocurrir - lo que no 
es nada infrecuente- que la queja 

se presente con motivo de 
la conducta individualizada 
de cualquier persona al ser­
vicio de las Administraciones 
mentadas. En tal caso, el 
Diputado del Común dará 
cuenta al afectado y a su 
inmediato superior jerárquico 
u organismo del que aquél 
dependa. El afectado, en un 
plazo no inferior a diez días 
(prorrogable a petición de 
parte), deberá responder por 
escrito aportando las prue­
bas y documentos que con­
sidere oportunos. 

Además, con el objeto 
de comprobar la veracidad 
de los hechos, el Diputado 
del Común puede proponer 
al funcionario afectado una 
entrevista para ampliar da-
tos . En caso de que el 
funcionaio se negare, po­
drá ser requerido por el Di­
putado del Común para que 

manifieste por escrito las razo­
nes de tal decisión. 

e) Una vez finalizada la in­
vestigación , el Diputado del 
Común deberá enviar un infor­
me al interesado (o al Diputado 
o Comisión Parlamentaria que lo 
solicicitó), comunicándole su 
gestión y la respuesta que hu­
biese dado la Administración o 
funcionario implicados. 

El Diputado del Común ca­
rece de poder coactivo, o lo que 
es lo mismo, sus decisiones no 
pueden en modo alguno modi­
ficar o anular ningún acto o re­
solución de la Administración. 
Pese a ello, el auténtico poder 
del Diputado del Común reside 
en el propio prestigio de la ins­
titución (auctóritas), fundamen­
tada principalmente en su apo­
liticidad e independencia, lo que 
permite que sus resoluciones sean 
tenidas en cuenta. 
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Bajo esta perspectiva, la Ley 
111985, aunque con cierta falta 
de precisión técnica, regula las 
medidas a adoptar por el Dipu­
tado del Común: 

- Puede de un lado, efectuar 
«sugerencias», «adverten­
cias», «recomendaciones», y 
«recordatorios». 
Por otro lado, si las actua­
ciones que motivaron la queja 
proceden de servicios reali­
zados por particulares en vir­
tud de acto administrativo 
habilitante, el Diputado del 
Común podrá instar de las 
autoridades administrativas 
competentes el ejercicio de 
sus potestades de inspección 
y sanción. 
Además, si con motivo del 
ejercicio propio de su cargo 
llega a tener conocimiento 
de una conducta presumi­
blemente delictiva, deberá 
ponerlo en conocimiento del 
Ministerio Fiscal. 

- Junto a estas resoluciones, 
el Diputado del Común puede 
dirigirse al Defensor del Pue­
blo solicitando de éste que 
proceda a la exigencia de res­
ponsabilidades a cualquier ins­
titución, autoridad, funcio­
nario o agente de la Comu-

NOTAS 

1. En realidad los Procuradores del 
Común eran elegidos por los 
vecinos pecheros. Nombre que 
recibió en la Baja Edad Me­
dia todo súbdito que estaba 
obligado a pagar al rey o al 
señor de la tierra, rentas o 
tributos y que no se hallaba 
exento de la obligación 
tributaria, como las clases pri­
vilegiadas o nobles (ricos-hom­
bres, hidalgos, etc.). 

El nombre de pechero de­
riva de los pechos o pechas 
(rentas, tributos) que aqué-

nidad Autónoma; o asimis­
mo a la interposición de los 
recurso de amparo o de in­
constitucionalidad. 

Por último, el Diputado del 
Común, como Comisionado del 
Parlamento Canario, viene obli­
gado anualmente a presentar un 
informe ante la Cámara, donde 
rinde cuentas de la gestión lle­
vada a cabo durante ese perío­
do. Asimismo, cabe la posibi­
lidad de que el Diputado del 
Común pueda presentar infor­
mes especiales o extraordina­
rios, cuando la gravedad o ur­
gencia de los hechos lo acon­
sejen. Tanto los informes anuales 
como los extraordinarios son pu­
blicados en el Boletín Oficial 
del Parlamento de Canarias. 

A modo de conclusión, po­
demos afirmar que la denomi­
nación «Diputado del Común» 
en realidad obedece, única y 
exclusivamente, a la voluntad 
del legislador canario de vin­
cular la actual institución con 
una figura política que tuvo su 
arraigo histórico en nuestras islas, 
y que se erigió como defensor 
en dramáticos pleitos del esta­
mento social identificado con 
el nombre de "el común", lo 

llos venían obligados a sa­
tisfacer, y como la obligación 
de pagarlos recaía, en reali­
dad, solamente en las cla­
ses inferiores de la población, 
y éstas estaban compuestas 
en su mayor parte por los 
labriegos que habitaban las 
villas rurales, la designación 
de pecheros se hizo sinónima 
de las de plebeyos y villa­
nos. (Diccionario de Historia 
de España, tomo 111, Alianza 
Editorial, Madrid, 1979, pág. 
196). 

que le hizo acreedor de mere­
cida fama y de un carisma ex­
cepcional entre los pobladores 
de las islas de otros tiempos. 

La actual fig~ra entronca di­
rectamente con la conceptuación 
moderna del Ombudsman, siendo 
en sí mismo una réplica a nivel 
autonómico del Defensor del 
Pueblo, instaurado en el artí­
culo 54 de la Constitución es­
pañola. 

La novedosa apancwn del 
Diputado del Común, confirmado 
como una figura independien­
te, y en cualquier caso ajeno a 
los diferentes dictados políti­
co-institucionales, ha tenido una 
acogida más que favorable en 
la sociedad canaria, lo que per­
mite vislumbrar con cierto op­
timismo un importante avance 
en la tutela de las libertades 
fundamentales. 

La descripción efectuada por 
el Estatuto Canario y la propia 
Ley de desarrollo desvelan en sí 
mismas, y sin lugar a dudas, la 
auténtica esencia y razón de ser 
del Diputado del Común: la ga­
rantía de los derechos fundamen­
tales de los ciudadanos frente a 
la Administración Autónoma. 

2. Las islas de Señorío habrán de 
esperar hasta 1772, año en 
el que, mediante Real Cédu­
la de 14 de Enero, se dispu­
so el carácter electivo de Di­
putados del Común y Per­
sonero sin necesidad de con­
firmación por el Señor. 

3. Estos no reaparecerán hasta la 
Ley de 11 de Julio de 1912, 
con otra configuración . 

4. El primer ombudsman de la his­
toria surge en Suecia (1809), 
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como una Magistratura inde­
pendiente, designada por el 
Parlamento, y con la misión 
de supervisar la actividad 
de la Administración, emi-
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